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I. PLANTEAMIENTO , . . .. .. i/ti i,.,....... . v.4 . v . .iw'iitt n mvai!:» .my.c- wt» sis ivxivrsrp lüt (» 1

El contrato de obras tiene una regulación específica contenida esencial­
mente en el Capítulo I del Título II de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP/2017, en adelante) y demás concordan­
tes. Se trata de preceptos que entran dentro de los muchos apartados de la ley 
en  donde no han existido grandes cambios, ni cualitativos ni cuantitativos. Por 
tanto, para entender la ordenación global de este contrato, a esta regulación 
habrá que añadir la contenida con carácter general en la ley y a cuyo análisis 
m e remito'. iá auj> olí br.bi!i<J¡;;oq í;l cnimib im oUrM .uoi/.u; tí-»u*.»r» i/a cr/boin
«f«Imio¡-»iiiíl v-ifiiM.-i -;a(i »om/o'i;i no Boil/ífiq /rrdn r,T 'fibivih tjbytm nñr.v La regulación parte de la normativa, europea (concretamente la Direcü-
va 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de
2014,.sobre contratación pública y por la que se deroga la Direcüva 2004/18/
tu n  ucu-JuiinhA iví •m ikip lu í sop noid h  ótri’ incn nir zónTUitíro/'
* Este artículo se enmarca en el Proyecto de Investigación DER2016-76986-P; «Unión Eu­

ropea en el contexto de los Tratados de nueva generación: entre reforma institucional y 
protección social», del que soy IP.
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CE) que define el contrato de obras com o aquel con trato  oneroso celebrado 
por escrito entre uno o varios operadores económ icos y uno o varios poderes 
adjudicadores cuyo objeto es el resultado de un  conjunto  de obras d e  cons­
trucción o de ingeniería civil destinado a cum plir p o r sí mismo u n a  función 
económica o técnica.

Más allá de este aspecto, no son demasiados los elem entos que te n g a n  su 
origen en la normativa europea. Este dato ha  servido para reforzar e l aspecto 
especialmente indicado de que la regulación de 2017 sea heredera, e n  multi­
tud de elementos, de la reglam entación anterior.

:)■:) 0.1 t 'U f U / J í
n . OBJETO DEL CONTRATO Y UTILIZACIÓN DE LA LEGISLACIÓN 

PATRIMONIAL
1. Objeto general del contrato de obras A r. , wWwá\ V. , • >

El objeto del contrato de obras está determ inado en el artículo 1 3  d e  la 
LCSP/2017 con una redacción que lo diferencia de la norm a ahora d e ro g a d a  
y que recoge lo definido en la Directiva 2014/24 /U E , que define la o b r a  com o 
el resultado de un conjunto de obras de construcción o de in g e n ie r ía  civil 
destinado a cumplir por sí mismo una función económ ica o técnica. D e  este 
modo, han de entenderse por contrato de obra aquel negocio que c u a lq u ie ­
ra que sea su objeto, tenga el siguiente resultado; «un conjunto d e  trab a jo s  
de construcción o de ingeniería civil, destinado a cum plir por sí m is m o  una 
función económica o técnica, que tenga por objeto un  bien in m u eb le» . U na 
construcción que se tendrá que realizar a  riesgo y ventura de los c o n tra tis ta s .

« Kf OT/XT/OL» .Lía .XI > 30 Of/HI A J O J í  J
Una definición de la ley que incluye toda operación, en el fondo, d e  m o d i­

ficación del terreno:

Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:
O T r/ r' 7 f  ' "CJ;*x * T9~r f

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyectó, 
o la realización de alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.h otcx- i  í

b) La realización, por cualquier medió, . de una obra que cumpla los requisitos Jijados 
por la entidad del sector público contratante que ejerza una, influencia decisiva en el tipo

» . ± j  i  l * • *i »'i ' j í j  <U iJiiCjw ÍU» t J i Ü J  tiii p  U* ti i i i  to el proyecto de la obra. iu .zoidruBD a^brtC'ig ohüaix- > v. a: o  a
En principio, el objeto del contrato se referirá a infraestructuras c o m p le ta s , 

de tal manera que pueda ser afectada directam ente a la finalidad p ú b l ic a  que 
motivó su construcción. Esto no elim ina la posibilidad de que la A d m in is tra ­
ción pueda dividir la obra pública en proyectos que, po r razones fu n c io n a le s  
sean independientes y que puedan m erecer su separación. De igual m a n e r a ,  
se incluyen los suministros de bienes que son necesarios para la p u e s ta  en 
servicio de la infraestructura. De esta forma, én el contrato de obra p ú b l ic a  en ­
contramos un contrato de resultado, el bien que adquiere la A dm in istrac ión  
(que, en condiciones normales, será un  bien de dom inio público).

.............../i • ‘ J i í . i J  •! *í i i "ifJ ¿Ó-brA/JTl «AA ‘ OU ' : • ■ -
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-__1 37. Contrato de obras

A partir de esta primera definición, nos encontramos con una posible dis­
tinción en el régimen jurídico de los contratos de obra en los supuestos en los 
que no los otorgue una Administración pública; partiendo de que todos están 
sometidos a la Directiva, teniendo en cuenta el «alcance funcional del concep­
to de obra pública», tal como señaló Gimeno, partiendo de la sentencia de 26 
de mayo de 2011, Comisión c. España* 1,
-UCji; i A n o  k-'iihj ¡re íüi u ii'íij <um , i,.)íh¡iki ¿oxKiniyif^nmibA ?r,l nu>q gfnm ojnl 

Ahondando en la división de régimen jurídico que se mantiene en la 
LCSP/2017, dentro del contrato de obra están sometidos a regulación armo­
nizada aquellos que tengan una cuantía superior a 5.225.0006 y, por ende, 
aquellos que quedan por debajo están sometidos a un régimen más laxo que 
deberá ser completado con lo que disponen las Instrucciones de contratación. 
Aspecto' que es especialmente relevante desde el momento en que buena par­
te de estos contratos no son adjudicados por entidades que tienen la natura­
leza dé Administraciones públicas y, de hecho, se configuró, desde 1996, un 
procedimiento alternativo para la ejecución de estos contratos, el de las socie­
dades estatales de obras públicas2. En todo caso, las conclusiones generales
de está distinción de régimen jurídico se analizan en otro capítulo de esta obra
rolérHvá/u,i u':lllIÍ<ll,,; nuJObJi. iiíko ¿i ‘;it *jü-jm-ijjí/. > ... ouu.oq noicolectiva,-oq .OjUMíTtOidiaOq ;r¡ ¿070'!lili.!') ¿I)! ‘M> ti 

t.
■■jmííitatiiu

2. Medios alternativos de construcción de infraestructuras por las Admi- 
-°l?m nistraciones públicas r-'u[i“iUJ,ai‘u iJ  *uXl «*“*«*"» r«**i -a ju c  -jup
ndhEiuou h¡ -mj uuT.ji.\u iihíib *»b o\f;iq lo ohnnno ol>oj oidoa .¿ouohthítoo <en 

Pese a la aparente rotundidad de la norma, durante el período de la vigen­
cia de las leyes anteriores se ha podido observar cómo se ha procedido a la 
realización de obras públicas -esto es, el objeto de este contrato- a través de 
mecanismos alternativos que son encuadrables dentro del género de la cola­
boración público privada; como manifestación de los principios de libertad de 
pactos que recoge la Ley 33/2003, de Patrimonio de las Administraciones Pú­
blicas que supone una flexibilización del régimen, por más que la pretensión 
de la Directiva sea incluirlos en su ámbito de aplicación., Unos procedimientos 
en los que se ha impulsado la ingeniería jurídico-financiera por parte délas 
Administraciones públicas, especialmente para evitar los efectos contables que 
tienen los contratos de obras.
« i n as ¿ Ú ¿íviWYtft «M 'vb H'vA'r'0‘bvvs sV> K .1

Aunque no hay ninguno que esté recogido de forma típica en la norma, 
dentro de ellos, resulta especialmente reseñable el contrato de arrendamien­
to operativo, esto es aquél que puede «describirse como aquél en el que una 
entidad privada se encarga de la construcción, financiación y operación de la 
infraestructura, la cual se cede a la Administración, a cambio de una retribu-

,1-151 .SV.UVlVí'.Wu ¡íijíviVí-j ~>%íi líriiOS i I
' .í-úrííi.. úVwtCiO {b

1. G imeno Feliu , J.M., El nuevo paquete legislativo comunitario sobre contratación pública. De la 
burocracia a la estrategia, Madrid (2014)

2. \  Sobre ellas, puede verse mi estudio Sociedades estatales de obras públicas, Tirant lo Blanch,
Valencia (2008). ,'(3 lW ifcncM  ol Manir ish a jiia  ,m >.> . a-Utidv
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ción, en perfectas condiciones de funcionam ien to  y m an ten im ien to»3. Es 
un contrato que, por su vinculación usual con el o to rgam ien to  de d e re ch o s  
de superficie para el a rrendador del b ien  tiene el efecto, a  la finalización del 
contrato, de la adquisición del b ien  p o r pa rte  de la A dm inistración, 'oi >;: .

’■ T . < I 1: ■ 1 (' 111 i ' ' < )  ( •: i I !:, I , *, ¡ i i1.,* •' ¡1 r Tí ’f
Como es conocido, estas form ulas alternativas de construcción de in frae s ­

tructuras para las Administraciones públicas en cu en tran  su causa en  la  ap li­
cación de los principios de estabilidad presupuestaria , que fom enta la su s titu ­
ción de los gastos de inversión (que sería la natu raleza usual en los c o n tra to s  
de obra pública) por los gastos de prestación  de servicios (que nó  c o m p u ta n  a 
los efectos del déficit público). » ‘ ni»Mu o jm b b  i<<q imnuijp -nip eu lío u p s
,!!(.'•* ii.'i i'/'vi •>!»>;•>!>(•. !'•»*»• n d ü';f •'?*»í 5 j. * i I»-ii¡o ol uoa 'ir& ? t —

Esta utilización de la contabilidad de d iseño po r parte  de los entes p ú b lic o s
para la elección del medio para la ob tención  del resu ltado  (el inm ueble) t ie n e  
no sólo consecuencias en cuanto  al coste final de  la infraestructura (que  s u e le  
ser más oneroso, incluidos todos los conceptos) sino tam bién que m otiva u n a  
privatización y desregulación de la prestación. Privatización, en  el sen tid o  in i­
cial de que nos encontram os ante u n  co n tra to  privado de la A dm in istrac ión , y 
desregulación porque las exigencias de la con tratación  administrativa n o  so n  
igualmente aplicables dentro  de los con tratos privados. Y, posib lem ente , p o ­
damos hablar de un riesgo en la eficacia del con trato , derivado del d e s in te ré s  
que suele tener el contratista para el m an ten im ien to  del contrato  en las m e jo ­
res condiciones, sobre todo cuando el plazo de am ortización de la a c tu a c ió n  
no se podrá satisfacer en el periodo restan te  del co n tra to .1 :i¡rn.<.j¿; ¿i »•> >• d

r'n 'o  o íu b

III.

■ mvi m rrvo’o  o o in o q  C!t «olonoíítG  ?ov:h o¡> m >

MODALIDADES DEL CONTRATO Y SU TRASCENDENCIA !

El artículo 232 de LCSP/2017, de form a m uy sim ilar a lo que c o n te m p la b a  
el artículo 122 de la norm a ahora derogada, con tiene  u n á  detallada c la s ifica ­
ción de las modalidades del contrato  de ob ra  pública en función de las a c ti­
vidades que se hayan de realizar, d iferenciándose en tre  «grandes obras* (p r i ­
mer establecimiento, reform a, restauración, rehabilitación  o gran re p a ra c ió n )  
y otras obras, que incluye las dé dem olición. C oncretam ente , se dispone q u e

C/fridn ?»b' •■'.OtFn.li■<*•'.) ¡»<¡I r*'>n-.;"'í
1. A los efectos de elaboración de los proyectos se clasificarán las obras, según su 

objeto y naturaleza, en los grupos siguientes: n d ouugnin ‘{mí on ju p ó n /.
i. > .¡i ( 11, ¡(¡'i 'r> :! ■/>■'* ¡ ’f i Dííf ÍPOCK'ir”} cllu-irn >b r  ¡l* ■

a) Obras de primer establecimiento, reforma, restauración, rehabilitación o gran
t;I >h ¡:o' jeparadón. ., , .| nóí xirriíánoo el ob fíg'feaho oádiío/ncs íuúííTiid
-u.f : b) Obras de reparación simple.'1 timbA ni a üa Ifífp el j.i/n  n

c) Obras de conservación y mantenimiento.

d) Obras de demolición.
• ' . .i.or.» On»K«. V.-) i . í¡ ‘ i-i

( í iO l’J líh f«¡M  a i s VkV .> iv. .
3. H erranz Em bid , P. «D erecho d e obras públicas»  e n  la  obra co lectiva  q u e  h e  d ir ig id o  D trt-  

cho de los bienes públicos, Editorial T irant lo  B lan ch  ( 2 0 1 6 ) ,p . 4 2 0  w
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'i ■ > . . 3 7 .  Contrato de obras

, 2. Son obras de primer establecimiento las que dan lugar a la creación de un bien 
r . >1 iv inmueble. > n Irruí ,r. yb ;(ínildriq trido sh otimuto ! h uübi j¡ U susq

■ ; , .. í- . , | . ......... ...............> . , » . 1
3. El concepto general de reforma abarca el conjunto de obras de ampliación, mejora, 
ir modernización, adaptación, adecuación o refuerzo de un bien inmueble ya exis-

r m\ tente, v., i. * v,- * v» /.v. .*■• r>V\ mi* • • \ . • . ■ / ■ >,
•rt • « . . y 1- , s t , 4 I •  ̂ ’ i I

4. Se consideran como obras de reparación las necesarias para enmendar un menos­
cabo producido en un bien inmueble por causas fortuitas o accidentales. Cuando

u x ¡ v afecten fundamentalmente a la estructura resistente tendrán la calificación de 
•i; »ni gran reparación y, en caso contrario, de reparación simple. . v>

5. Si el menoscabo se produce en el tiempo par el natural uso del bien, las obras 
necesarias para su enmienda tendrán el carácter de conservación. Las obras de

’ mantenimiento tendrán el mismo carácter que las de conservación.
Kl f! ') 1 ¡ i i ‘ >¡ / i < -i i ú / i f l  .i > i iJj. í  > i.vj >h ü .  > >» ityi  i ti í . i i í j i U  j».. i ’
¿ f. 6. Son obras de restauración aquellas que tienen por objeto reparar una construcción 

conservando su estética, respetando su valor histórico y manteniendo su funcio­
nalidad.íinlo >ju| col i; 'nocpoy/u oe -)ifp o| m i.iv U io<| «t)i<p fjsq niiup oh otlJ 

t."7. Son obras de rehabilitación aquellas que tienen por objeto reparar una construc- 
¿ohi* ción conservando su estética, respetando su valor histórico y dotándola de una 
-o K{ ! nueva funcionalidad que sea compatible con los elementos y valores originales del 
lol'iiiidnmueble.n yup oinaini tab ^pjnyiut.oob.KCÍ yb. bo'Uiz» nobuyqi y oiaov

■ M, -¡
8. Son obras de demolición las que tengan por objeto el derribo o la destrucción de un 

-swttbl bien inmueble.Ao W, / u ¡ . , , \  (d
La determ inación del tipo de actuación tiene unos efectos indirectos en re­

lación con el proceso de contratación Es un elemento obligatorio del proyec­
to de obras y tiene, por un lado, esta finalidad descriptiva. Su función central, 
no obstante, estriba en su conexión con la solvencia técnica del contratista y su 
capacidad para la realización de las obras.

■n a¡arcólas) iiíh-míIV.T" PROYECTOS DE OBRAS'" ««)*«> * « r "■ ■*•o ;« .i. ¿ -xl-.j.. ,uxc¡í[/j;5 omoí i«s .«cotixj?? y govtHalarauitan .«isno*
,f) La adjudicación del contrato de obra requerirá la realización de un pro­

yecto previo, que consiste, en la elaboración de un proyecto de obras. Consti­
tuye una obligación tradicional del Derecho español, que, por ejemplo, lo ha 
considerado un elemento necesario para poder realizar cualquier abono en el 
artículo 13 de la Ley.de Obras Públicas de 1833;. Abareis/ümcq «Ojc»  «*«.» v
*°^ÉÍ proyecto es el documentó en el que sé determina cuál es la necesidad 
concreta de la Administración y que, por consiguiente, que ha de ser efectua­
do, en principio (y salvo el supuesto extraordinario en el que lo realice un 
particular y lo presente a la Administración), por el órgano de contratación, 
en todas sus fases de elaboración, supervisión, aprobación y replanteo. Su fun­
ción esencial es la definición precisa el objeto del objeto del contrato de obras. 
Sobre ello volveré con posterioridad/ 16 luJ

«geni ¿unió
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Los proyectos de obra deberán contener todos los elementos necesarios 
para la licitación del contrato de obra pública y, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 233 lo podemos desagregar en los siguientes elementos: ^

a) Una memoria en la que se describa el objeto de las obras, que recogerá los antece­
dentes y situación previa a las mismas, las necesidades a satisfacer y la justifica­
ción de la solución adoptada, detallándose los factores de todo orden a tener en 
cuenta. V  v ' i ’"■ ' *’» '• ■ >\ •' : ' V’'.'• ' v 1 2 * 4 VV O VivVtVj VKUY.)

Este contenido coincide literalmente con el del viejo artículo 123.1 y, por 
consiguiente, resulta igualmente válido el contenido desarrollado de! artícu­
lo 127 RGAJP4. Posiblemente, el aspecto más relevante desde un punto de 
vista jurídico es su carácter contractual, siguiendo lo contenido en el artículo 
128 del Reglamento General de Contratación, que, sin embargo, lo limita par­
cialmente: «La memoria tendrá carácter contractual en todo lo referente a  la 
descripción de los materiales básicos o elementales que forman parte d e  las 
unidades de obra». \ ; 'Ymj \ \*  .-m

Ello no quita para que, por la vía de lo que se incorpore a los pliegos otras 
partes del proyecto pueda tener esta naturaleza. De hecho, en el artículo 67 .3  
a) del RGCAP se recoge expresamente que uno de los contenidos necesarios 
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares es la «referencia al p ro­
yecto y mención expresa de los documentos del mismo que revistan carácter
contractual». , • , , . j o<.) íyw.-v-A. h  v sA  ttotw qw úi «Oó .o

b) Los planos de conjunto y de detalle necesarios para que la obra, quede perfectamen­
te definida, así como los que delimiten la ocupación de terreno;: y la restitución 
de servidumbres y demás derechos reales, en su casó, y servicios afectados por su
v e c u c ió n ■ • ■ ^

v j fn :
;;.nn
¿I í ío 'J i :o,¡ t’O.'i l><¿ i¡0
u r ¡ d o  p b  { ¡ ó b t i x i l i r r ! .  el ¿rítiq b'dí»

jt-^íríuo :su  .p; 
rhteó.,b .m ni*:?o óíje

> ‘ r£:j

4.

í»! i
f , ,,i J l !

Este precepto dispone que «1. Serán factores a considerar en la. memoria los económicos, 
sociales, administrativos y estéticos, así como las justificaciones de la solución adoptada en 
sus aspectos técnico funcional y económico y de las características de todas las unidades de 
obra proyectadas. Se indicarán en ella los antecedentes y situaciones predas de las obras, 
métodos de cálculo y ensayos efectuados, cuyos detalles y desarrollo se incluirán en anexos 
separados. También figurarán en otros anexos: el estudio de los materiales a emplear y  los 
ensayos realizados con los mismos, la justificación del cálculo de los precios adoptados, las 
bases fijadas para la valoración de las unidades de obra y de las partidas alzadas propuestas y 
el presupuesto para conocimiento de la Administración obtenido por la suma de los gastos 
correspondientes al estudio y elaboración del proyecto, cuando procedan, del presupuesto 
de las obras y del importe previsible de las expropiaciones necesarias y de restablecimiento 
de servicios, derechos reales y servidumbres afectados, en su caso. <> U»qr>ífí f j  ‘ d i
2. Igualmente, en dicha memoria figurará la manifestación expresa y justificada de q u e  el
proyecto comprende una obra completa o fraccionada, según el caso, en el sentido p e rm i­
tido o exigido respectivamente por los artículos 68.3 de la Ley y 125 de este Reglamento. 
De estar comprendido el proyecto en un anteproyecto aprobado, se hará constar esta cir­
cunstancia». 1



_ 37 . Contrato de obras

Los p lanos ju e g a n  el p ap e l de perm itir u n a  correcta definición de la obra 
p a ra  p e rm itir  su co n stru cc ió n  y delim itación; tanto  en  lo que se refiere a la 
ocupación  d e  te rre n o s  com o  a las servidum bres que haya que soportar. Aun­
qu e  no  ap arece  re c o g id o  e n  la norm a, n i tam poco en  el RGCAP, parece com­
plicado a firm ar q u e  estos p lanos no  tienen  naturaleza contractual, en la me­
d id a  en  q u e  sirven  p a ra  u n a  correcta  determ inación  del objeto del contrato.

c) El pliego de prescripciones técnicas particulares, donde se hará la descripción de 
las obras y se regulará su ejecución, con expresión de la forma en que ésta se lle­
vará a cabo, las obligaciones de orden técnico que correspondan al contratista, 
y la manera en que se llevará a cabo la medición de las unidades ejecutadas y el 
control de calidad de los materiales empleados y del proceso de ejecución, a

tJ,..  , , . . . .  ,, , r .................... .. ■ _  . V.-Vy>
, d) Un presupuesto, integrado o no por varios parciales, con expresión de los precios 

unitarios y  de los descompuestos en su caso, estado de mediciones y los detalles 
, precisos para su valoración. El presupuesto se ordenará por obras elementales, en

los términos que reglamentariamente se establezcan, Constituyen reglas que se 
d e te rm in a n  e n  diversos apartados del R eglam ento G eneral de  Contrata- 

-ímuí>’ción  de.las A dm in istrac iones PúblicaS5.1f,¿«^«' (rl 
ab  eianoDÍÍ úl o b  iatibiiidfgiics f,i-b -aioriiñ■ í&a?.t» ¿sarrio ".runu ,oup>QÍ 
lf;\-ilfi3'i oup ¿'íb¡!3t :a ip ¿ u m i ' . n  kí aí> ogcq h b  ubi^?».ioír¡m orít  ■■■(ruk* *

a’M OÍI/3 LT7 S lí» 'í)íjp .ObÜí 13?.:í>JÜ3  fi3  ;.?.CUn .#Uí?ÍJinJíí0 3  l'J
5. ¿  [El artículo 130 RGCAP dispone que con carácter general la determinación de los costes se
-tac realizará del siguiente modo: ¡¡¡xí ioiiJG s/'í fnjSJfiíDfil nónK.ÍS’ü n oo  3Í> oí t¡;p

El cálculo de los precios de las distintas unidades de obra se basará en la determinación de 
los costes directos e indirectos precisos para su ejecución, sin incorporar, en ningún caso, 
el importe del Impuesto sobre el Valor Añadido que pueda gravar las entregas de bienes o 

fiíOí prestaciones, de servicios realizados,>boi';i£lbfiUO/i3 í*¡«> shdsii.fm iíjrq i d  :
¿  B-,Se considerarán costes directos^^^ 3P"3rtíle3T 3íFT trr<:d «mó ÍFrtóáidin*
 ̂ La mano de obra que interviene directamente en la ejecución de la unidad de obra., , , 

Los materiales, a los precios resultantes a pie de obra, que quedan integrados en la unidad 
de que se trate o que sean necesarios para su ejecución;1 " hl
Los gastos de personal, combustible, energía, etc. que tengan lugar por el accionamiento 

. o funcionamiento de la maquinaria e instalaciones utilizadas en la ejecución de la unidad
*  dé o t a .w  * ^  7- ^  ^Sí! m -n in !! rr.d ' oHr*-•.;.;<■>'* J 'xt j ’> vi. ■' v '• 'shu.U f,Los gastos de amortización y conservación de la maquinaria e instalaciones anteriormente

%tadas? ¿íi j ís  t o ¿i ti tiG.jt i ;. i tic )í..5í j 1.1 tiq i ,xí tv. • i titilo ti *_) n ’ y ?iíd  j
ti O i ’ Se considerarán costes indirectos: 23 ,ü b ift¿ {tó 3  lié  Htío ófe'tóÓíÉ í)b ‘MfiAÍlí;:yj 3b  
. ‘> i ?. í Los gastos de instalación de oficinas a pie de obra, comunicaciones, edificación de almacej 
{ ib nes, talleres, pabellones temporales para obreros, laboratorio, etc., los del personal técnico 
. ji, , y administrativo adscrito exclusivamente a la obra y los imprevistos. Todos estos gastos, ex­

cepto aquéllos que se reflejen en el presupuesto valorados en unidades de obra o en parti­
das alzadas, se cifrarán en un porcentaje de los costes directos, igual para todas las unidades 

-í;f¡ i de obra, que adoptará, en cada caso, el autor del proyecto a la vista de la naturaleza de la 
obra proyectada, de la importancia de su presupuesto y de su previsible plazo de ejecución.

‘ j En aquellos casos en que oscilaciones de los precios imprevistas y ulteriores a la aprobación 
de los proyectos resten actualidad a los cálculos de precios que figuran en sus presupuestos 
podran los órganos de contratación, si la obra merece el calificativo de urgente, proceder a 

f<. ríe' su actualización aplicando un porcentaje lineal de aumento, al objeto de ajustar los expre­
sados precios a los vigentes en el mercado al tiempo de la licitación, nq «>i ;>.? o ¡ir iba

t o n n



e) Un programa de desarrollo de los trabajos o plan de obra de carácter indicativo,
con previsión, en su caso, del tiempo y coste. nói-y>/j u<* 11::: : • < <

Su contenido desarrollado se e n cu e n tra  en  la actua lidad  en  el a rtíc u lo  132 
RGCAP. Conviene señalar, en  la línea  de  lo  señalado  con  an terio ridad , q u e  su 
carácter contractual d ependerá  de lo qu e  señale  el PCAP, de acuerdo  c o n  lo 
dispuesto en el artículo 67.3 a) RGCAP. •> > ■ u.. -y ¡> ■

f) Las referencias de todo tipo en que se fundamentará el replanteo de la obra; que
afecta esencialm ente a la co m p ro b ació n  geom étrica  del te rre n o  e n  el 
que se va a asentar la ob ra  \ > •

. . : . , ,• .v\»tt v>\ fvuv-1 íiUMj v\\ ‘V/. y. i í
g) El estudio de seguridad y salud o, en su caso, el estudio básico de seguridad y 

salud, en los términos previstos en las normas de seguridad y salud en las obras. 
Aunque haya cierta falta de  co o rd in ac ió n  en  la redacción fin a l d e  la 
norma, hemos de recordar los e lem en tos sociales vinculados a la  s e g u r i­
dad que se establezcan com o co n ten id o  ob ligato rio  en  los p liegos y  q u e  
constituirán un  elem ento  que se in co rp o ra rá  al Proyecto.

; t oju ; i:>ii <ocv>7()j  ili¿mníT5j*>-G
h) Cuanta documentación venga prevista en normas de carácter legal o reglamen­

tario; lo que, en tre  otras cosas, afecta  a  la exigibilidad de la l ic e n c ia  de 
obras y la com probación del pago d e  la m ism a, qu e  tend rá  que  r e a l iz a r  
el contratista. Recordem os, en  este sen tido , qu e  el artículo 142 R G C A P  
dispone un sistema para  garan tizar la  eficacia, consistente en q u e  « e l  ó r­
gano de contratación facilitará las au torizaciones y licencias de s u  c o m ­
petencia que sean precisas al con tra tis ta  p a ra  la ejecución de la o b r a  y le
prestara su apoyo en los dem as casos». T, * , . . .r  e  i , ,, (Oís/r> rulo?, oifi'jüqto!ítmprutqitij 1-3

En este punto habría que en cu ad ra r todos los estudios de tra n sc e n d e n c ia  
ambiental que haya que realizarse p a ra  la ejecución de  la obra, el c u a l  va  a 
constituir un contenido necesario del P ro y ec to d e  obras, 'en la m ed ida  'e n  q u e  
la obra tiene que adaptarse a é s t e ^  o

El contenido que acaba de señalarse hace  ver la im portancia  que t i e n e  el 
Proyecto de obras: Es un  instrum en to  básico p a ra  la  ejecución de la  o b r a  y 
es el documento en el que se ex terioriza la causa del con tra to . Su f u n c ió n  se 
conecta esencialmente con la e jecución del co n tra to  en  la m edida e n  q u e  h a  
de realizarse de acuerdo con su co n ten id o , es u n  p a rám etro  de c o m p a ra c ió n  
para poder examinar si ha  existido o n o  u n  in cu m p lim ien to  del c o n tra t is ta .  
Delimita, además, las posibilidades de  la A dm in istración  en  la e je c u c ió n  d e l 
contrato y su variación se debe hacer en  los té rm inos generales del r é g im e n  de
k j .c  . .  , , • • • v'M'iohrf oitífuaveria »isk¡a9i...3e *up íoU-mju» nl. z?,modificación del mismo. . , ..., n j k z ' i l  ?•>{ -/¡J i f'lj a n  I f»  T iS ' im U J  ;

Como señalé con anterioridad, el Proyecto de  obras en  condiciones n o r m a ­
les ha de ser realizado por la A dm inistración. N o obstan te, en  el a r t íc u lo  234 
LCSP/2017 se recoge una posibilidad de q ú é  sea ap o rtad o  p o r el e m p re s a r io

- . .  *>;! «úí:v-y < t; ... ••crt: m í  F.iün
Los órganos de contratación dictarán las instrucciones complementarias de aplicación al 
cálculo de los precios unitarios en los distintos proyectos elaborados por sus servicios.
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particular, en una redacción, sobre todo la del segundo inciso, que recuerda 
a las modalidades de colaboración público privada, hoy formalmente fuera de 
la norma pero que perm anecen a través de las figuras atípicas a que he hecho 
referencia con anterioridad. De este modo, lo puede aportar el empresario en 
estos dos supuestos: a) Cuando motivos de orden técnico obliguen necesaria­
mente a vincular al empresario a los estudios de las obras. Estos motivos deben 
estar ligados al destino o a las técnicas de ejecución de la obra y bj Cuando se 
trate de obras cuya dimensión excepcional o dificultades técnicas singulares, 
requieran soluciones aportadas con medios y capacidad técnica propias de las 
empresas . o r . ; , , ,, i > n:, u; ,  ■ ’>ki

'; jí

iiiondiíiG n<>:> e o u ú f  o r n o 'j  Iv& A x iftrn  ub r;:f ór/rnq n a i k t i ó  nn ¡ 
REPLANTEO DEL PROYECTO ' ¡ t : í y ‘V. _____________________________  , . , .*>.,[> o; i'.im ) i .;> o i „h  • . ‘¡¡) c  i ¿  í.;í o lu tv » . «moo ,o;¿. <mo > t-.m nonnio*

i r¡ Una vez que se haya aprobado el Proyecto de, Obras ha de pasar por una 
fase ulterior antes de la aprobación del expediente de contratación, concreta­
mente el replanteo de obras, que «consistirá en comprobar la realidad geomé­
trica de la misma y la disponibilidad de los terrenos precisos para su normal 
ejecución»; así como verificar «cuantos supuestos figuren en el proyecto elabo­
rado y sean básicos para el contrato a celebrar». Tenemos que recordar en este 
punto que el artículo 141 de la LCSP/2017, á la hora de la determinación 
de los elementos sociales y ambientales que se pueden exigir en los pliegos, 
insiste en una serie'de elementos vinculados a la seguridad, que deberán ser
examinados en este momento. - 1 L'IJi J : ‘ ~ ; ’
-j.íü u  ítun/n ¿oí ,in¡ ujz'tnq lo pmor ?.msnrpza golnom'Mo s  Tituittixa sunuq ,
-,m Es, por consiguiente, una consecuencia del principio de eficacia, que cum­
ple la función de comprobación que la obra se puede realizar6. Salvo el su­
puesto que veremos con posterioridad, el Consejo de Estado le. ha propor­
cionado la mayor importancia al acto de replanteo, de tal manera que, de 
acuerdo con el Dictamen de 14 de abril de 1988 es inexcusable, siendo causa
de nulidad'dél procedimiento; j 'yi lii ütAU-'¿ olilüJ
-u Huí) in oa vtonijíiviV) ¿-ju  js Jtoaoiu nnp ,oD«norj-joqmq oati (tu io q  orajum rcb
j'.i Como señalaba con anterioridad, esta disponibilidad de terrenos no será 
necesaria en las grandes infraestructuras, hidráulicas, de transporte y de; ca­
rreteras. No obstante, la iniciación de las obras se demorará hasta que se haya
efectuado la ocupación de los terrenos, en las condiciones que determina laM tí'j -r. r • • ' • * ‘ r? : • m i ' ¡r>u i.>i:oiuu¿;¡íit‘'n ¡,c-ri <:» ¿4 - ¡oí >H'.yjd »-1de Expropiación Forzosa. . . ... . * • ¿ . . . , :>\¡
u«i >¿119111 rj. irj oi<j¿ psniuctoqoíptq olupuis Jtj u.a o k w q a n , •
¿¡A El efecto determ inante del replanteo consiste en que su acta de aprobación 
es la fase previa antes de proceder a la ejecución del contrato de obras. Por 
tanto, nos encontramos ante dos actos relaüvos al replanteo: éste, y su verifica­
ción que está regulada en el artículo 237.

fí-S3MÓt> in -I .X- «ílH TA'j'i• lo i ld ú q - in d o  -ju  «óiü ioof»  b !
6. ' Conviene recordar que no  siempre se le ha dado la misma relevancia. Así, Ariño decía en 

los años 80 del siglo pasado que «ha constituido en muchas ocasiones un puro trámite que 
i.bnr.iy bieri se om itía (esencialm ente él primero) o  bien se hacía con ligereza, levantando una 

¡(fw sencilla acta en  la que se decía que la obra era viable». Ariño Ortiz, G. La reforma de la Ley 
dé contratos del Estado {1986), p. 89. -;I « *  ^  k1 uó (wui «1 Wp
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VI.
1.
ti i

EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS . ¡ .(rn v  - ; v  • •
En general: la responsabilidad del contratista por la ejecución d e l  con-

ii'yy.iíiLui r.jt¡ u.p o rxj r»rrrío:í ;trato : t ) >' v;¡, 11
ht-.bi í H i t t

La Ley de Contratos parte de u n a  regla difícilm ente oponible: «Las o b ra s  se 
ejecutarán con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el p l ie g o  de 
cláusulas administradvas particulares y al proyecto que  sirve de base al c o n tr a to  
y conforme a las instrucciones que en  in terp re tación  técnica de este d i e r e  al 
contratista la Dirección facultativa de las obras». Lo que  incluye tam b ién , co m o  
no puede ser de otro modo, lo pactado en  el contrato . j u m u 3

Pero, con carácter previo ha  de realizarse, com o vimos con a n te r io r id a d , la 
comprobación del replanteo, que en  el caso de que n o  se realice es c a u sa  d e  re ­
solución del contrato, como señaló la STS de  20 de  en ero  de 1992; c r i te r io  q u e  
fiie refutado en el Dictamen del Consejo de  Estado de 21 de ju lio  de 2 0 0 2 ,  en 
aquellos casos en los que el contratista n o  se presen tó , dado  que su p r e s e n c ia  es 
una mera garantía para él, ya que la com probación  del rep lan teo  se r e a l iz a  p o r 
la propia Administración, oí r /j i ji -<<í oh m h ü u iiíjo q d b  id ( u m ita  el o h  i f m i

- 'i il ■ r \  ̂ I,. '} i í VV ' 7 í ÍVÔJ V* ‘■ * r,'íf, í * * I “v;; W
La responsabilidad del contratista no  pued e  hacer olvidar el e le m e n to  d e  la 

intervención de la Administración en  la ejecución de  la obra, po testad  q u e  se 
desarrollará a través del ejercicio de las prerrogativas de  dirección y d e  s u p e r v i­
sión, analizadas en otro capítulo de esta obra. Potestad que  tiene el c o r re la tiv o  
deber del contratista de aceptar el ejercicio de  esta potestad. R ecordem os q u e  se 
puede extender a elementos esenciales com o el personal, los m ateria les, l a  m a­
quinaria, el ritmo de trabajo, el em plazam iento  o el cum plim iento  de la  n o r m a ­
tiva de prevención de riesgos laborales. En definitiva, esta potestad  se e x te n d e r á  
a todos los elementos que recoge el artícu lo  140 LC SP/2017 y que se v in c u la n

,- < t o b  o j .í u  1c; f , i ' m n n o < u t ú  ¡ o i u n  n i -  Q h s y t u s hcon el concepto de la calidad.
íi" n ir ’if'i ''* ...i, [j-cíu •'>?) í' ¡ >!> ;T'j<rrn'')if!

Como señaló en su m om ento Suay. el ejercicio del p o d e r de d ir e c c ió n  está
delimitado por un uso proporcionado, que  afecta a  tres elem entos: n o  e s  u n a  si­
tuación de subordinación estricta; las instrucciones son de  carácter m e r a m e n te  
técnico y no pueden alterar el con ten ido  obligacional del contrato; sa lv o  e n  las 
circunstancias en las que se haya e jercido él ius variandi* 7. 'u ri'J  d ¡r'. .. ; *

Jim éUi'Z y'tí v *1 nh Hi'. rvi 'r  n i •
La ejecución de la obra es responsabilidad del contratista, de  a c u e rd o  c o n  lo 

dispuesto en el artículo 238.3, responsabilidad q u e  cesará sólo en  el m o m e n to  
en que se haya consumido el plazo de la garantía. C on ello, h a  de c u m p l i r  las 
especificaciones de los pliegos y el calendario  de actuación8; así com o lo s  d e m á s
¡ . 'i '. ;  »/ • .- i / jj; ¡¡OJiíiii-fi exú'-tn  ¿<>b í l l l l ü  ¿ ío n íU 'lF ítO jil* '»  í i ' - i i  ■¡¡.■.i

,'d!5u o l í í 'Jfi'il; lo ¡ t‘> f,/)í.;b¡;;'/) j. Si j

7. Suay Rincón, J.; «La ejecución del contrato de obra pública», en Gómez-Fe r r e r  Mo- 
rant, R. Comentario a la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 2.1 Edición (2004),
p. 844. , : ¡i', :.'íi ir» i / > / ( « ol i u« !‘¡f' OX íu ü ií

8. En este sentido, recordemos que la presentación del plan de trabajo es obligatoria cuando  
se establezca expresamente en el pliego de cláusulas administradvas particulares, y  siem pre  
que la total ejecución de la obra esté prevista en más de una anualidad, el contratista estará

1 A C \C i
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elementos que recoge el artículo 144 RGCAP que especifica el contenido del 
plan de trabajo que tendrá que presentar a la Administración. ;n„ , ,
t . 1 ,, j f , i  f r  .««, . i. i . .. . t w . . . . .  ...

La aceptación por parte de la Administración de los materiales o de otros 
elementos de la construcción no supone la traslación de la responsabilidad a la 
Administración, sino que: permanecerá en manos de los contratistas.
1, ...» ttlr.'Ú) ,< I. i i .i •/ r <<»Ul* .. ' JllUl >'i¡ 1 i H'U.Ul •' ). p íí ,1

Reitero que sólo concluye en el momento en que cesa la garantía. Por ello, 
resulta muy relevante el acto de iniciación del plazo, que se ha de dotar de la for­
malidad de tratarse de un acto formal y positivo por parte de la Administración, 
en donde ha de estar presente el responsable del contrato. Por ello también, 
los incumplimientos del contratista durante el periodo de la garantía entrarían
dentro de aquellos producidos dentro de la ejecución def contrato. " ~. ‘ ‘
Ut .uvi'j o v a  A >. > i.n> l oliJM i'ta  n i )  ir, ¡m í  >l¡ ¡í h u í . , j i u> ui  > i n o )  í i ü i )í;'»i1

2. La Fuerza mayor como causa de modificación del régimen de responsabi-
Ul ey¿ -  1 /• ] /  fAUkt*k} ¿ i) l»  KXJ i í i D i v i u  i i i i l j  ( »ti >i> u;« iJL»UiU>>

ítbiw ‘)u(i ¿ülcrrnriiíi k im ín i :.>/ rn/p dt tf‘t \ ir m itiní
lu.. El sistema que se ha descrito en el epígrafe anterior cesa en aquellos casos 
en los que nos encontremos ante fuerza mayor, esto es aquellos eventos extraor­
dinarios que tienen repercusión en la ejecución del contrato y que resultan to 
talmente imprevisibles. En esta línea, aquellas circunstancias que tienen un su­
ficiente grado de repetitividad eliminan la posibilidad de que nos encontremos
ante fuerza mayor/*1 í,: ‘ r,
ííuíj uuiy.D ooiíjoq cvetr fmpmb orfj'riil K n i /¡tirité*) rtiUDKxuumibm u  ‘Ai
im Unos supuestos que dan pie a una modificación del régimen general de res­
ponsabilidad, de acuerdo con lo previsto en el artículo 239 y para lo que hay que 
aplicar el procedimiento que está previsto en el artículo 146 RGCAP9. De hecho, 
ante daños ocasionados por fuerza mayor, este procedimiento es de carácter 
obligatorio y no se puede utilizar las formas generales de exigir la responsabili­
dad de las Administraciones públicas, tal como señaló el Dictamen del Consejo 
de Estado 623/2010, de 2 de junio. , - ¡uí^ ui a ¡stinotte x  .¡¿ntobenlrtrO, .5

knijzno^’ 'Ó£S ’príibTPtó1 'tó'ífp ’&úái'/Viq ¿ritítí A i  ibrtbBi'r>inri-.r» «¿Xl :
-iri’)t(ió'>~m«.id hh r\>buUiíiii ¿iú :)b’V]ói'}íi6'.'¡‘) i;f r»b ovihr>íi!Í«íí| tñímtí
biw,/3itq oí íkVa'ljribiiinólnVn' ób'ófibmftVirfnKtf *■ inri obVifófíftiv mffa nó r»;b 

¡obligado a presentar un programa de trabajo en  el plazo máximo de treinta días, contados
desde la form alización del contrato. , V * ‘ kJ .A ÜOI M’II, • i : i i • - i II , • i ,.' 1,1 .-r,.i.’l «Oír ;»»**) o  ti v i t<i >U 1* :»■» ffilTi VÍfl

9. Concretamente, d icho precepto dispone que «1. el contratista que estimare que concurre 
la aplicación de alguno de los casos de fuerza mayor enumerados en el artículo 144.2 de la 
Ley presentará la oportuna comunicación al director de la obra en el plazo de veinte días, 
contados desde la fecha final del acontecimiento, manifestando los fundamentos en que se 

/uní apoya, los m edios que haya empleado para contrarrestar sus efectos y la naturaleza, entidad 
ojpu!e  importe estim ado de los daños sufridos, t,, , , ',!,i¡¡.,Vrtoltói»¡dí/»i -4» t¡r,burt ¡r.,
.iri.,n2.,El director de la obra comprobará seguidamente sobre el terreno la realidad de los he- 
b  ■;! i chos, y previa tom a de los datos necesarios y de las informaciones pertinentes, procederá 
1, ¡,l, a la valoración de los daños causados, efectuando propuesta sobre la existencia de la causa 

alegada, de su relación con los peijuicios ocasionados y, en definitiva, sobre la procedencia 
•{ w /tft no  de indemnización.,-,-, Jt-* annmeifaiíi.yi «> ei.ium  on <nm un on! •»»»>! . í 1
ai, o 3. La resolución del expediente corresponderá al órgano de contratación, previa audiencia 

del contratista e inform e de la Asesoría Jurídica». iX?l‘í
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De entrada, la fuerza mayor tiene unas causas tasadas en  la norm a q u e  eli­
mina cualesquiera otros, ya que esto supo n d ría  la elim inación  de la regla de l 
riesgo y ventura en la ejecución del co n tra to 10: a) Los incendios causados p o r  la 
electricidad atmosférica; b) Los fenóm enos naturales de efectos catastróficos, 
como maremotos, terremotos, erupciones volcánicas, m ovim ientos del te rre n o , 
temporales marítimos, inundaciones u  o tros sem ejantes y c) Los destrozos o c a ­
sionados violentamente en tiem po de guerra , robos tum ultuosos o alteraciones 
graves del orden público11. Son supuestos tasados, que, adem ás, requieren u n a  
interpretación restrictiva, tal com o se pued e  d ed u cir de  los dictám enes del C o n ­
sejo de Estado en donde no se ha reconocido  el de rech o  a  la indem nización.'^ >

T . . • • o  Ib iob
La gravedad de las causas que se h an  descrito  es la que  provoca una m o d i­

ficación con respecto al régim en general del artícu lo  1589 del Código civil. E l 
régimen tradicional de la LCSP/2017, que  se m an tiene  reconoce.el de rech o  al 
contratista de obtener una indem nización p o r «los daños y peijuicios que se  le  
hubieren producido», especialmente en  lo qu e  se refiere  a  materiales que e s té n  
a pie de obra, la maquinaria de su p ro p iedad  o  que  tenga la obligación d é  c o n ­
servar; lo que se debe valorar con precios actuales de  los enseres dañados: T a l 
como señaló el Dictamen del Consejo de Estado de  21 de septiem bre de 2006, lo  
que no habrá derecho es a la indem nización p o r  los daños de  gastos gen era les .’

op > •( híibiñc! vom ■;! tisitioiifo  bnhivh ií;X|sn o o ob.¡ní* - -1 r*->j ?>n
En los supuestos de fuerza mayor el p rob lem a de más relevancia a la h o r a

de fijar la indemnización estriba en  el h ech o  de  qu e  haya podido existir u n a  
conducta imprudente por parte del contratista, que  haría  desparecer o r e d u c ir  
la indemnización. Este es un  aspecto que se h a  de  p ro b a r con  carácter g e n e ra l, 
acreditando que se han tomado las m edidas de  pro tección  necesarias para e v ita r  
determinados eventos naturales. O bviam ente,'algunos de los que concurren  e n  
el precepto son, por esencia, absolutam ente imprevisibles;1'! o* orí v oham putio  
i ; iy j  ¡jó i r ,(i i-, Mur ofuo'j Fot .aBoiidúq áanooBtíemimbA asi oh 
S. Certificaciones y abonos a cuenta .oinu[ob £ a h  ofu¿í^I ph .

Las certificaciones de obra previstas en  el artícu lo  240 LCSP/2017 co n s titu ­
yen el documento justificativo de la ejecución de las un idades de obra c o n te n i­
das en ella; verificando que se han  p roducido  de  conform idad  con lo p rev is to  
en el Proyecto de Obra. Constituyen el in strum en to  p ara  que  sé puedan re a liz a r  
abonos que «tienen el concepto de pagos a cu en tá  siyetós.a lás rectificaciones y
iíf : I :i /■,.> IOL'1 M¡ ¿OdtD ¿Cil :)b Oiiíialíf A > fió Hí;¡. oíi

.< i ¿ ,<fn d ¡1> ioVY>v,h Ib a&hF.Maiiifio* sa»moqb al- i
: .oJfiuiatryy.uzi.nn bb-ícnrl «dadl pA mhmt<tp

10. El Dictamen del Consejo de Estado 14/2010, de 11 de marzo, señaló, por ejemplo, que una  
huelga de trabajadores puede no hacer culposo un incumplimiento, pero que desde luego  
no constituye un supuesto de fuerza mayor al tratarse de causas tasadas. De igual manera, 
la imprevisión del contratista al ser adjudicatario de muchos contratos, lo que le impide el 
cumplimiento de todos ellos tampoco se puede considerar fuerza mayor, tal como señaló el 
Dictamen del Consejo de Estado 100/2007, de 3 de mayo.,Jo:> 11 11’d ' i u< >!•

11. Este fue un supuesto que no estaba originariamente en la regulación de la fuerza mayor y
que apareció en la anterior versión de la LCSP/2017 después de la STS de 11 de mayo de  
1999.* ••¡z.yAjtUip/tti.:»«A üi -uj vuiíoí.u o j-.teiiiruuo i í-.:a
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variaciones que se produzcan en la medición final y sin suponer en forma algu­
na, aprobación y recepción de las obras que comprenden».

Consütuyen un acto que, por su importancia, tiene un procedimiento meti­
culoso recogido en los artículos 147 a 157 del RGCAP, que exige la valoración 
mensual de las realizadas aceptadas o consentidas por la dirección facultativa de 
obra, el precio unitario que recoge el proyecto y que requiere la audiencia del 
contratista que, salvo que no exprese oposición expresa en diez días considerará 
aceptada. :&».tr¿i{tp»<> aohsi/hmotob n- n tiIqúin > oup ncgir»

Siguiendo el contenido de la regulación ahora derogada, la extensión de los 
pagos es superior a la de las obras correctamente realizadas ya que, en el objetivo 
de favorecer la financiación del contratista, «tendrá también derecho a percibir 
abonos a cuenta sobre su importe por las operaciones preparatorias realizadas 
como instalaciones y acopio de materiales o equipos de maquinaria pesada ads­
critos a la obra, en las condiciones que se señalen en los respectivos pliegos de 
cláusulas administrativas particulares y conforme al régimen y los límites que 
con carácter general se determínen reglamentariamente, debiendo asegurar los 
referidos pagos mediante la prestación de garantía»12..
$uV Por último, conviene tener presente que las certificaciones de obra no supo­
nen la entrega de las unidades objeto de las mismas a la Administración, por lo 
que su expedición no lleva aparejada un desplazamiento del riesgo a ésta ni el 
que se tenga que hacer cargo del deterioro que padezca la obra, o ni o  ’b

.d tzu n q jw  ota-:» trr> c b r u b x e . kv&» .ost J k b r to h o j íiB  noTHGnxii/jmfp ooJnrdq-yt • ■
4. Obras a tanto alzado y obras con predo cerrado ,
«rjounm u o  hji>u . i u j  o a  « o r iio u ip r j t q i o J i i o i o í í p q í o ' n o a ,p i o y j q  lo  4) U( j  {»
jcvEI sistema convencional de es el que se ha señalado en el epígrafe anterior, 
el que pasa por las certificaciones de obra. No obstante, está previsto un sistema 
complementario, que debiera ser extraordinario por los riesgos que tiene para 
el interés general que es el referido a las obras a tanto alzado. De acuerdo con 
el artículo 241.1 «cuando la naturaleza de la obra lo permita, se podrá estable­
cer el sistema de retribución á tanto'alzado', sin existencia de precios unitarios, 
de acuerdo con lo establecido en los apartados siguientes cuándo el criterio de¿ O ’ x*SJílO ) Jri.Vij .5 ’Ji 'Ut i U-JiXUÍl ¿í * V Ú ¿» fclcí a í íii1í Iji* /jh Í * e'. i ,>1) i-I I l\) >
-Tilo t>8 nínodub «rvfnshírr t tn b tú h  ««I .objmoá oribiq fo ioq Kf;hKt’r>lo
12. De acuerdo con  el artículo 155.1 del RGCAP para que se pueda proceder al pago se han de

b dar las siguientes circunstancias:b I «El contratista tendrá derecho a percibir abonos a cuenta hasta el 75 por 100 del valor 
de los materiales acopiados necesarios para la obra previa autorización del órgano de 
contratación que tendrá por único objeto controlar que se trata de dichos materiales 
y que se cum plen  los siguientes requisitos: íh 'Á r»fH  íT f r i / ;  ' tp /
a) Q ue exista petición  expresa del contratista, acompañando documentación justificar 

í»  tíva d e lu propiedad o, posesión de los materiales, íd t t iq  o h ’J 1
o l í i j í in r i-W Q ue hayan sido recibidos com o útiles y almacenados en la obra o lugares autoriza­

dos para ello . ¡ m  « • ' • •
c) Q ue n o  exista peligro de que los materiales recibidos sufran deterioro o desap;

• -/,i»nt t^ild ■ rezcan’.? >zi;o ■> a d sb .sw W tíiio u :.% i.h ó i.M thtuwt-.tú* ¡¡n.vtv? cymit-j-ir !•> •rt¿ .■<*: t: f 
\tiú <i>.nuq > d) Q ue e l contradsta preste su conformidad al plan de devolución a que se refiere el 

t apartado 4  d e  esté artículq»fbha a a lm n o j sfw uq sz tuip ( \ IOS) »*Vr» Vó>

i,
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retribución se configure como de precio cerrado o en las circunstancias y condi­
ciones que se determinen en las normas de desarrollo de esta Ley para el resto 
de los casos». Un sistema que puede ser configurado «como de precio cerrado, 
con el efecto de que el precio ofertado por el adjudicatario se mantendrá inva­
riable no siendo abonables las modificaciones del contrato que sean necesarias 
para corregir errores u omisiones padecidos en la redacción del proyecto».

Los riesgos que plantea esta modalidad de contratación de obras hacen q u e  
tengan que cumplir con determinados requisitos: .Uiuuq . n.

a) Que asi se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares del contra­
to, pudiendo este establecer que algunas unidades o partes de la obra se excluyan de 
este sistema y se abonen por precios unitarios. Dicho de otro modo, se perm ite  
en la norma la configuración de un contrato mixto en cuanto a la fórm ula 
de determinación del precio. > L-noJiin: ei> oiqo.7B

b)
• < . T • • • ' * \ 1 í ") Vf - ■ • I •

Las unidades de obra cuyo precio se yaya a abonar con arreglo a este sistema de­
berán estar previamente definidas en el proyecto y haberse replanteado antes de la 
licitación. El órgano de contratación deberá garantizar a los interesados el acceso 
al terreno donde se ubicarán las obras, a fin de que puedan realizar sobre el mismo 
las comprobaciones que consideren oportunas con suficiente antelación a la fecha 
límite de presentación de ofertas. Con ello lo que se está realizando es u n a  
anticipación informal del replanteo del proyecto, con una mera fun c ió n  
de conocimiento por el contratista, yá que el acta de comprobación d e  
replanteo que vimos con anterioridad no está excluida en este supuesto.

r-».- . Í'T O-Ho* *'■ •K"r‘ Ti •. r-
Que el precio correspondiente á lo elementos del contrato o unidades 
de obra contratados por el sistema de tanto alzado con precio cerrado sea  
abonado mensualmente, en la misma proporción que la obra ejecutada 
en el mes a que corresponda guarde con el total de la unidad o e lem ento  
de obra de que se trate. 6 m aio  ?.«! n obnokn h  ¿o r>up hnaiiog ehiouii !s»

■ :n o í ..f nv-ibrífrisn r,f í'bf'eu')- f UT obrb-n HCuando en el pliego se autorice a los be i [adores la presentación de v an an ­
tes sobre determinados elementos o unidades de obra que de acuerdo  
con el pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato d e b an  
ser ofertadas por el precio cerrado, las citadas variantes deberán ser o fe r­
tadas bajo dicha modalidad. En este caso, los licitadores vendrán obliga­
dos a presentar un proyecto básico cuyo contenido se determinará e n  el 
pliego de cláusulas administrativas particulares del contrato, (
(.«r t i.'bih -jh i;jk(! íHip ti.’n .nuuo  ot-tíflo. tfoibu io<{ b'sbnoi vtup udiáfií trituro

kon o t,y ,juym ¡ o ¡?,07
V fn '

-.K¡n,
o! v>í
fn ur

c)

d)

VII. MODIFICACIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS ') l!
Uno de los grandes problemas que ha planteado tradicionalmente la e je ­

cución de los contratos es el relativo a su m odificación* 13. La ley ha articulado
. , • ■ i v;,r: m m u  - o í  *».up u b  o r ^ .fo q  i : \m r )  o tt  í *

13. Sobre el régimen general de m odificación d e los contratos d eb e  consultarse ob ligatoria­
mente el libro de Codina García-And ra d e , X ., L a  modificación de los contratos y la protección 
del interés general (2017) que se puede consultar en  h ttp ://e p r in ts .u c m .e s /4 3 5 3 5 /
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un sistema que, sin embargo, sólo rige para los contratos administrativos, ya 
que el régimen de modificación de los contratos privados está absolutamente 
desregulado por el sometimiento íntegro al derecho privado de la ejecución 
de los contratos, lo cual no deja de ser un gran problema en la medida en 
que una parte esencial de las obras públicas no se hacen a través de contratos 
administrativos. •,, •. .viíi-ub*<<;/:> r.o fioíotjüo'/.-ni iA fe fe&Bqntirii» ofud •<*> ¡iorie.nl 

Como es fácil de percibir el problema de la modificación de los contratos, 
incluso en los casos en los que se recogen en estos preceptos, es el de su impac­
to en el principio licitatorio, por su impacto en la competencia y por constituir, 
tradicionalmente, una fuente que ha fomentado la corrupción en la contrata­
ción del sector público. Todo lo anterior no hace que se deba prohibir la mo­
dificación de los contratos, ya que, al mismo tiempo, constituye una potestad 
imprescindible para una correcta ejecución de los. mismos.'.'  ̂ íg i0 ,
1 ,v De acuerdo con el artículo 242, específico para el contrato de obras, «serán 
obligatorias para el contratista las modificaciones del contrato de obras que 
se acuerden de conformidad con lo establecido en el artículo 206. En caso de 
que la modificación suponga supresión o reducción de unidades de obra, el 
contratista' no tendrá derecho a reclamar indemnización alguna»14. Con ello 
se, producen dos efectos: la adjudicación de la modificación al contratista y, ál 
mismo tiempo, el reajuste de la fianza y, en su caso, del plazo de ejecución del
tuj -A, <ñus, no ínfuuinno.o?. nóbípiiipQin ni o'iip,oh nóbsprlitznj si r nzúJjs'n s 
-s iEl problema viene cuando las modificaciones supongan la introducción de 
unidades d obra no previstas en el proyecto o cuyas características difieran de 
las fijadas en este, y no sea necesario realizar una nueva licitación; en cuyo caso 
los precios aplicables a las mismas serán fijados por la Administración, previa 
audiencia del contratista por plazo mínimo de tres días hábiles. Aunque esté 
prevista la posibilidad de que el contratista no acepte los precios determinados 
por la Administración (en cuyo caso se podrá contratar con otro contratista la 
realización de la obra, para evitar que el contratista se sitúe en una posición 
de fuerza frente a la Administración que padecería las consecuencias de. los 
retrasos) parece una posibilidad remota. •, ¡«
p l i o i f i s  ¡o »*) oj?e«uq:«h.{>fv¿hfi*nVhJÍ^'Ac7'd;'i I ,>b ta h  f r t« ir» u  n fi LT.•rjr Desde un punto d e ís t a  formal, la modificación del contrato parte del im­
pulso del Director facultativo de la obra que cuando considere precisa una

i ueii i ¡unu» •> . j.ilti i i j  i < lí.nj i... > * . - t . f  > u

------Ipa.ODi oluoVtiálq no p..i?.quq¿i|j oí pyc>-):ri p 1*>
14.' ' Y, al mismo tiempo, se ha limitado el propio concepto dé la modificación en dos casos 

concretos: i) El exceso de mediciones, entendiendo por tal, la variación que durante la 
correcta ejecución de la obra se produzca exclusivamente en el número de unidades real- 

kjzív mente ejecutadas sobre las previstas en las mediciones del proyecto, siempre que en global 
Ino representen un incremento del gasto superior al 10 por ciento del precio del contrato 

-!íí»d inicial. Dicho exceso de mediciones será recogido en la certificación final de la obra, ii) La 
,'))n'.inclusión dé precios nuevos, fijados contradictoriamente por los procedimientos estableci- 
-ojtndos en esta Ley y en sus normas de desarrollo, siempre que no supongan incremento del 
rjíii ; precio global del contrato ni afecten a unidades de obra que en su conjunto exceda del 3

por ciento del presupuesto primitivo del mismo. viiin : . ,.n ttnm j ímp
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modificación del proyecto que cumpla con los requisitos que recoge la Ley, de­
berá plantearlo ante el órgano de contratación para obtener su autorización, 
a través de un procedimiento en el que deberán cumplirse con las actuaciones 
que veremos con posterioridad. m •■>], un ¡!;UÍ .

No obstante, no resulta infrecuente el hecho de que se produzca la  m odi­
ficación de facto anticipada a la tramitación del expediente. Por razo n es  de 
eficacia administrativa y por constituir un supuesto de enriquecim iento in justo  
por parte de la Administración las aceptó el Dictamen del Consejo de E stado  
de 8 de febrero de 1996, aunque introdujo un mecanismo cautelar consisten te  
en la exigencia de que se depuren las responsabilidades del funcionario  por 
haberlas aceptado fuera de procedimiento. oí obo'f .onidñq r-> - : - s

El procedimiento pasaría por los siguientes trámites qué recoge el p re c e p ­
to: a) Redacción de la modificación del proyecto y aprobación técnica d e  la 
misma; b) Audiencia del contratista y del redactor del proyecto, p o r  p lazo 
mínimo de tres días; c) Aprobación del expediente por el órgano de c o n tra ta ­
ción, así como de los gastos complementarios precisos, noli un  >h 5 •- . -

del artículo 102. 11,’/. !; ÍIO ¡oí] •« o¿63 o n ry  n o y  rioratruzimiriii - l
.. \ .t;UUO'> í > Oflp isti'/o fi'uxj .fiidí* fíí o h  tu»; ü

Vm. CUMPLIMIENTO DEL CONTRATO DE OBRAS !ii
ÍITUt

tíííJ'i'si r,\
,.6rUi .* >■) !•-.<;

El fin normal del contrato de obras, siguiendo lo dispuesto en el a r t íc u lo  
169 del derogado Reglamento de Contratos del Estado es el «total c u m p li­
miento de las recíprocas obligaciones convenidas entré la A dm in istración  y 
el contratista», o por recoger lo dispuesto en el artículo 210 «el c o n tra to  se 
entenderá cumplido por el contratista cuando este haya realizado, de a c u e rd o

,l.:r otéhrxai 
:V

~jil ‘M ) >/ .! i j
:ío cí ah ímí-irr-ara < r> r

15. Este aspecto de la existencia de crédito es u n o  d e los m ás relevantes d esd e un p u n to  d e  vista 
de la contratación, en la medida en  que constituye un e lem en to  necesario  para e v ita r  e l  m al 
uso del dinero público. Desde este punto de vista, la  in tervención  ha d e  co n tro la r  e l  co n ­
trato desde la triple perspectiva de su existencia, adecuación  y d isponibilidad. N o  o b s ta n te ,  
conviene recordar la diferente naturaleza del presupuesto  en  aquellos casos d e  c o n tr a to s  
privados suscritos por entidades no administrativas y, asim ism o, la ausencia de in te r v e n c ió n  
que pueda realizar la verificación de estos tres elem entos.; • : i O l í

El expediente de continuación provisional a tramitar al efecto e x ig irá  ex­
clusivamente la incorporación de las siguientes actuaciones: a) P ropuesta  téc­
nica motivada efectuada por el director facultativo de la obra, donde fig u re  
el importe aproximado de la modificación, la descripción básica de las obras 
a realizar y la justificación de que la modificación se encuentra en u n o  d e  los 
supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 203. b) Audiencia del c o n tr a ­
tista. c) Conformidad del órgano de contratación, d) Certificado de ex is ten c ia  
de crédito15, e) Informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, ' e n  el 
caso de que en la propuesta técnica motivada se introdujeran precios n u ev o s. 
El informe deberá motivar la adecuación de los nuevos precios a los p re c io s  
generales del mercado, de conformidad con lo establecido en el a p a r ta d o  3
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con los términos del mismo y a satisfacción de la Administración, la totalidad 
de la prestación». , : • . . ^ , ,

_  ‘  , .  !  • f  -i  -  1 * )  < f  ' * ■ • * ' 1 • » :  • , 1 '» í  i  \  « .  ’ .

Lo cual supone que se han cumplido el plazo total y los plazos parciales y 
que se ha producido a satisfacción de la Administración contratante. Y preci­
samente el procedimiento que está recogido en la norma tiende a comprobar 
que esta realidad se ha producido y a arbitrar garantías para la Administración 
de que la obra cumple con los requisitos de calidad. En el caso de que se haya 
realizado a satisfacción de la Administración es cuando aparecerá la obliga 
ción de ésta de proceder al pago al contratista -más allá de que se hayan pro­
ducido pagos anticipados en función de las certificaciones a cuenta-, que se 
desarrollará en las condiciones previstas en el artículo 198 de la LCSP/2017. 
.*j»t■'j - í b i n l '  « d  -ib uñ> in l iv -n  c| inwi o;:ch¡ nrr 'tráil ‘*119 ¿rjbnyi •>$ •/ ^■jnoi o m l  

El primer aspecto se cumple a través de la recepción de la obra, tal comp
dispone el artículo 243: «a la recepción de las obras a su terminación y a los 
efectos establecidos en esta Ley, concurrirá un facultativo designado por la 
Administración representante de ésta, el facultativo encargado de la dirección 
de las obras y el contradsta asistido, si lo estima oportuno, de su facultativo». 
Para lo cual, la norma contempla la realización del acto formal de certificación 
definitiva de las obras ejecutadas, que será abonada al contratista a cuenta de 
la liquidación del contrato en el plazo previsto. Un plazo que podrá ampliarse 
por un periodo de tres meses (para aquellos casos de contratos complejos de 
cuantía superior a doce millones) siempre que esté previsto en los pliegos y 
que entre plazo ordinario y ampliación no se demore más de cinco meses.1 > < ’ 

-orj-dh n i '.i - j 'í io f ru ifo '/  -•».<:> 7 s o lim i)  »tnV-- . ■■¡t ' ü i-jI'v ? in io  n ■■■ •'in < -th  e n w n r  
La recepción consiste en otro acto formal, que constará en un acta, en

donde el funcionario responsable de la verificación de la obra acredite que 
se encuentran en buen estado y con arreglo a las prescripciones previstas. Esa 
acta tiene un doble efecto: por un lado, el que dará por recibidas las obras y, 
por el otro que comienza el periodo de garantía que esté fijado en el Pliego 
d e  Cláusulas Administrativas Particulares (dependiendo de la complejidad y 
naturaleza de la obra) y que, en condiciones normales, no podrá ser inferior a 
u n  año. De hecho, difícilmente se entendería que concurriera dicha circuns­
tancia, aunque esté prevista en la norma y sólo en casos de obras que no son 
perdurables se puede eliminar la figura de la garantía. "•' "up ><i' *r-;¡
udñtmjo :>h vi v b>f> o itohr-/ ¡oa colcho rara ¿o/i&f» yol - oh- »>úr Y

La apertura del plazo de garantía de la obra supone que la Administración
deberá emitir un informe que se deberá evacuar quince días antes de la con­
clusión del plazo sobre las condiciones en las que se encuentra la infraestruc­
tura construida16. Si este fuera favorable, el contratista quedará exonerado de 
toda responsabilidad, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente, procediéndo-

-vf.--, ■)-iinnl,i.iri n bn r^f tuxq  ‘jm o ü d ü lo j  ¿ u ú v ju p  o t e  i 07/n  u > :;>niü¡T>q o

16. De acuerdo con el Informe 22/11, de 15 de diciembre de 2011, de laJCCA>j» durante el 
plazo de garantía de un contrato administrativo, se observan vicios o defectos en la prestación imputa­
bles al contratista y la Administración contratante requiere al contratista la subsanación de los mismos, 
procediendo éste, a la correcta reparación, durante el tiempo necesario para la subsanación de los vicios 

■ o defectos, no se suspende el cómputo del plazo de garantía y, por lo tanto, no se reanuda ese cómputo 
una vez efectuada la reparación. Así pues, no se interrumpe dicho cómputo una v a  efectuada la rrpa-
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se a la devolución o cancelación de la garantía, a la liquidación del co n tra to  
y, en su caso, al pago de las obligaciones pendientes que deberá efec tuarse  en 
el plazo de sesenta días. En el caso de que el inform e no  fuera favorable y los 
defectos observados se debiesen a deficiencias en la ejecución de la o b r a  y no 
al uso de lo construido, durante el plazo de garantía, el director facultativo 
procederá a dictar las oportunas instrucciones al contratista para la  d eb id a  
reparación de lo construido, concediéndole un  plazo para ello duran te  e l cual 
continuará encargado de la conservación de las obras, sin derecho a p e rc ib ir
cantidad alguna por ampliación del plazo de garantía.11 1 ; ¿ f  ' y

■ i *• • -i! - í • i— ¿ir.iu; ¡mu') iu tfqj¿q U: islwKnt) sj> a tó  tíb -.íieb  
Por el contrario, si nos encontramos ante unas obras incorrectam ente  efec­

tuadas, la consecuencia será la inversa: se constatará en el acta, se darán  la s  ins­
trucciones y se tendrá que fijar un plazo para la resolución de las deficiencias. 
Plazo que, si no se cumpliera, podrá dar lugar a la resolución del c o n tra to .• • • iv . .*  , i: :: >í ■ h.| , > > i i.} u.: ̂  v < >• ,•• ti ni; ¡u ¿l4 ?-t r*

Por último, conviene recordar el régim en de la responsabilidad d e  la  ed i­
ficación, que difiere en algo del previsto en la Ley de Ordenación d e  l a  Edi­
ficación. Así, si la obra se arruina o sufre deterioros graves incom patib les con 
su función con posterioridad a la expiración del plazo de garantía p o r  vicios 
ocultos de la construcción, debido a incum plim iento del contrato p o r  p a r te  
del contratista, responderá este de los daños y peijuicios que se p ro d u zcan  o  se 
manifiesten durante un plazo de quince años a contar desde la re c ep c ió n . El 
mismo plazo se aplicará a los «daños materiales causados en la obra p o r  vicios 
o defectos que afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los fo r jad o s , los 
muros de carga u otros elementos estructurales, y que com prom etan d ire c ­
tamente la resistencia mecánica y la estabilidad de la construcción, c o n ta d o s  
desde la fecha de recepción de la obra sin reservas o desde la subsan ació n  de

'i..'. ¡Jt. t ¡ OniUK:) ¿IñUd ¡IJ
•)rilo oldoh mr o iiíú i y*-;*

estas».
*;i >í ¡ í í l  ! i n ü

Dos supuestos no previstos en la LCSP/2017 deberán aplicarse de  c o n fo r ­
midad con lo dispuesto en la Ley de O rdenación de la Edificación, si r e s u lta  
de aplicación por la naturaleza de la infraestructura: así, de acuerdo c o n  su 
artículo 17 responderá durante tres años, de los daños materiales c au sad o s  en 
el edificio por vicios o defectos de los elem entos constructivos o de las in s ta ­
laciones que ocasionen el incumplimiento de los requisitos de h ab itab ilid ad . 
Y durante un año de «los daños materiales por vicios o defectos de e je c u c ió n  
que afecten a elementos de terminación o acabado de las obras» ;

: ; i ¡s; / j  iVrM$‘ >i.) '.y¿ *>i.»f * ’)¿í¡ íO Ifíí / # -.> 7 ■ ■. •;' ¡ . . I i ' ‘ .
La acción de responsabilidad prescribe en el plazo de dos años una v e z  des­

cubierto el fallo y siempre y cuando no haya transcurrido un  plazo de  q u in c e  
años desde la recepción de la obra sin que se haya manifestado n in g ú n  d a ñ o  
o peijuicio; en cuyo caso quedará totalm ente extinguida cualquier re s p o n sa ­
bilidad del contratista. i'. 1 •» >¡h V-j : 1 * i t i o ííi io ler l i-i n o  ■

, . l  ' ■ ’ »> V-!5KVBT.v; .  O U ií'.iT O J A ,  y  V

i \ ■) -i'ibl'V-j't ''̂ Jvi'.HV'VíVáa -AsYtBMitS»»j ¿ t ■: ' ; •;
. . - . i , . , \ ., .■ V, ‘.H'.S • Vv.Vxí VA .M'trj \ ' \  i , '

ración, por lo que dicho cómputo una vez efectuada la reparación, por lo que un a  vez realizada és ta , no  
comienza a computarse nuevamente desde el inicio». 'A v.t.v* ■ . , .
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¡ i Por último conviene reseñar que en el artículo 243.6 está prevista una po­
sibilidad excepcional, que es la de la recepción tácita, que se corresponde con 
la afectación tácita y puesta en servicio del bien: «Siempre que por razones 
excepcionales de interés público debidamente motivadas en el expediente el 
órgano de contratación acuerde la ocupación efectiva de las obras o su pues­
ta en servicio para el uso público aun sin el cumplimiento del acto formal 
de recepción, desde que concurran dichas circunstancias se producirán los 
efectos y consecuencias propios del acto de recepción de las obras». Es una 
consecuencia del interés qué han tenido numerosos dirigentes públicos en las 
«inauguraciones» de las obras con anterioridad a que estén totalmente con­
cluidas, lo que puede ocasionar numerosos trastornos a los contratistas. 
unujHJjt) ,nui.í.̂ 'jiíi¡j|í)Jí :>l» u i u o m u l » a ¡  i.nt >ij u oí

inohioooM .«r«iir; > .;i •.!» t:hir:rnm u< r>  bf h  tro •>¿dcoiUj;dq
EX. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRAS b opino ) ! . » p

La extinción del contrato de obras suele concluir cuando se produce el 
recíproco cumplimiento de las prestaciones de las partes. En el artículo 245 se 
recogen los supuestos en los que se produce la extinción del contrato de obras 
por causas extraordinarias. Así son causas de resolución del contrato de obras, 
además de las generales de la Ley, las siguientes: í ,a,ioq,'-> r y .u \u  i inu m;
11 Jáj! La'demora injustificada en' la Comprobación del replanteó;'‘que fes el 

momento en e l  que sé produce el día inicial para el cómputo del plazo 
nonti ¡'de iniciación de las obras y que se deberá realizar en el plazo de un mes 
ando desde,la formalización del contrato. Es el momento a partir,del cual 
n i o icontarán tanto los plazos totales como los plazos parciales y por ello es 
o’ip o muy relevante para la correcta ejecución de la obra una rigurosa y pun- 
-oiqirtuaí comprobación del replanteo;,büixnJnoo ob amoib-jqxo lo no otug/l

b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior a cuatro 
,^m o¡ meses1!7. Es una situación que surgirá en aquellos casos en los que nos 
•ib nó encontramos ante un resultado negativo de la comprobación del replan- 
■j- 'injj.teo.de la obra pública.:Obviamente, esto habilita para que en el plazo 

de 4 meses se proceda a la subsanación de los inconvenientes que han 
impedido iniciar la obra pública. En este supuesto, el contratista puede 

; J optar entre la resolución del contrato o reclamar los daños y perjuicios 
que se producen por la demora en la iniciación de la obra. Y, de hechoi 
como señaló el Dictamen del Consejo de Estado 681/2009, de 21 de 

-ush mayo, si no se invocase la causa y se solicitara la resolución, carecerá de 
oib  o efectos. ,¡ olóa eiziiinJítoo la .eüsilnoo fob iióbuío«tOT ul e tuyul ob
n * c )1 Lá suspensión de lá¿ obras por ‘plazo superior a ocho meses por parte 

de la Administración* 17 18. Es un fenómeno que se produce en aquellos 
ob n casos en los que surge una dificultad que impide la continuación de

riirni>/v k! >b oneq loq «Kitiziírt «d ob tióbííninl el ui> h<>í.ot)í]kuz
17. • Recordemos que en  la norma ahora derogada el plazo era de seis meses,  ̂ j >*••<!
18. Puede verse el estudio de B a r r e r o , C. «La suspensión de la ejecución del contrato de obra 

pública», en la Revista de Administración Pública, n.° 142 (1997), páginas 111-154.ri>
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unas obras ya comenzadas y que la A dm inistración h a  paralizado. Es ü n a  
potestad que la Adm inistración h a  de  u tilizar a  la m ayor brevedad, a  fin 
de evitar que se m antenga u n a  ficción im posible de  que  se puede lleg a r 
al final de la misma. Es im portan te  re te n e r  que  en  estos casos resu lta  n e ­
cesario que la autoridad que firm ó el co n tra to  d eb e  p roceder a d ic ta r  u n  
acto formal de suspensión, sin que  resu lte  suficiente, en  consecuencia , 
la declaración del d irector facultativo de  la misma, > im b  .nbhqoo-j';

"J " i y b . K h . ( • n i i i u ' y i  «.bmrofnozno't ~r ?n»v*h* •El desistimiento por parte de la A dm inistración, en  los casos que p e rm i­
te la ley en el artículo 152 de la  L.CSP/2017, que  está vinculado a  «en  
una infracción no subsanable de las norm as de  p reparación  del c o n tr a ­
to o de las reguladoras del p roced im ien to  de  adjudicación, d e b ie n d o  
justificarse en el expediente la co n cu rren c ia  de la causa». R eco rdem os 
que el Consejo de Estado h a  considerado ’ el desistim iento com o u n a  
potestad de utilización ex trao rd inaria  p o r parte  de los entes del s e c to r

;P .̂ !c® Id n i  .w itsq ,‘id <!> aonobmaoiq asi b b 1om oíriK Íqm m  o io ifp -
El problema esencial que surge cu an d o  se p ro d u ce  la resolución d e l c o n ­

trato se refiere a los efectos que tiene este acto  de la A dm inistración qu e  h a c e  
incurrir a esta responsabilidad de na tu ra leza  contractual. Esto hace que r e s u l­
te de aplicación el artículo 25 de la Ley G eneral Presupuestaria, que f ija  e n  
cuatro años el plazo para la prescripción d e ;estas obligaciones. , ,."WIO0t

Siguiendo la tradición española, el a rtícu lo  246 d ispone que «la re so lu c ió n  
del contrato dará lugar a la com probación, m edición  y liquidación de las o b r a s  
realizadas con arreglo al proyecto, fijando los saldos pertinen tes a favor o  e n  
contra del contratista. Será necesaria la citación de este, en  el dom icilio q u e  
figure en el expediente de contratación, p a ra  su asistencia al acto de c o m p ro ­
bación y medición». , - , *>j-, nonnhm íi jsí ob abfcasqiañ  eJ  ú í

Es un acto formal, cuya carencia d e te rm in a  la ilegalidad de las ac tuac iones. 
Junto con la causa de la resolución, h ab rá  de  decid irse sobre la devolución  d e  
la garantía, modulada de conform idad con  las certificaciones parciales q u e  se 
hayan realizado, /n o jn í ¿oí ob/fóioR.fissdú'á fií s  Eíjoooiq *>*?. 'wmvííi > oí»
• ¡. •• i • i- : í«, '< < R 'u f-iu í' C irio  f,l "!• '.i'.. ■'[

A partir de este punto, la cuantía de la indem nización  dependerá  d e  c u á l 
es motivo que ha utilizado la A dm inistración p a ra  p ro ced e r a la resolución d e l
contrato: 000íl\í8í> ohüJdH oh ojo^Hot) 1ob noicm¡:>i(J lo óLiú-a

a) Si se demorase injustificadam ente la C om probación del rep lanteo , d a n ­
do lugar a la resolución del con trato , el con tra tista  sólo tendrá d e re c h o  
por todos los conceptos a una  indem nización  equivalente al 2 p o r  c ie n

¿ (j  del precio de la adjudicación, IVA exclu ido ;,:( .¡ /  ul ! *
b) En el supuesto de desistimiento an tes de la iniciación de las obras, o  d e

suspensión de la iniciación de las m ism as p o r pa rte  de la A dm in istrac ión  
por plazo superior a cuatro meses, el con tra tis ta  ten d rá  derecho a p e rc i­
bir por todos los conceptos u na  indem nización  del 3 p o r  cien del p re c io  
de adjudicación, IVA excluido;bVi/v i&vjái
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c) En caso de desistimiento una vez iniciada la ejecución de las obras, o 
de suspensión de las obras iniciadas por plazo superior a ocho meses, el 
contratista tendrá derecho por todos los conceptos al 6 por cien del pre­
cio de adjudicación del contrato de las obras dejadas de realizar en con­
cepto de beneficio industrial, IVA excluido, entendiéndose por obras 
dejadas de realizar las que resulten de la diferencia entre las reflejadas 
en el contrato primitivo y sus modificaciones aprobadas y las que hasta 
la fecha de notificación del desistimiento o de la suspensión se hubieran 
ejecutado.

Por último, cuando las obras hayan de ser continuadas por otro empresario 
o por la propia Administración, con carácter de urgencia, por motivos de se­
guridad o para evitar la ruina de lo construido, el órgano de contratación, una 
vez que haya notificado al contratista la liquidación de las ejecutadas, podrá 
acordar su continuación, sin peijuicio de que el contratista pueda impugnar la 
valoración efectuada ante el propio órgano. El órgano de contratación resolve­
rá lo que proceda en el plazo de quince días.
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